
  

 

 

 

JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL  

CIRCUITO DE SINCELEJO 

Sincelejo, veintiuno (21) de octubre de dos mil catorce (2014) 

 

Referencia:   Acción Ejecutiva-Medidas Cautelares.  

Radicación Nº:  70-001-33-33-003–2013–00305–00 

Demandante:   Juan Carlos Valdelamar Díaz y Otros. 

Demandado:   Hospital Universitario de Sincelejo 

 

Asunto:   Auto que decide solicitud de embargo de 

dineros del Sistema General de Participación. 

 

1. La petición. 

 

La parte ejecutante en escrito visible a folio 67-75 solicita lo siguiente: 

 

 Insistirle al gerente de la ARS MUTUAL SER en el sentido de que los dineros que 

ellos le giran al Hospital Universitario de Sincelejo, por los servicios que este le 

preste como IPSS, sí son embargables no  importa que sean del SGP y gocen del 

principio de la inembargabilidad.  Argumenta lo anterior la bajo el siguiente 

fundamento:  

o Estatuto Orgánico del Presupuesto-Decreto 111 de enero 15 de 1996. 

o Ley 225 de Diciembre 20 de 1995.  

o Ley 715 de 2001.  

o Ley 1485 de 2011.  

o Sentencia Corte Constitucional C-793 de 2002.  

o Sentencia Corte Constitucional C-533 de 2003.  

o Concepto 89131-2012-11-07 proferido por el Ministerio de la Protección 

Social.  

o Concepto 8568 del 28 de abril de 2011 proferido por la Superintendencia 

Nacional de Salud.  

 Informa que el NIT del Hospital Universitario de Sincelejo es 089228000331.  
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 Requerir al Tesorero o Pagador del Hospital Universitario de Sincelejo con el fin de 

que dé cumplimiento a lo planteado en el numeral primero del auto del 29 de 

noviembre de 2013 que libro mandamiento de pago.  

 De igual forma, solicita requerir al Banco de Bogotá, AV Villas, EPS Humana Vivir. 

ARS Comparta Salud, Mutual Quibdó, Salud Vida,  Saludcoop EPS, La Nueva EPS, el 

Banco BBVA, Davivienda, y el Gerente de DASSALUD.  

 

2. Consideraciones. 

 

Frente a la solicitud de la parte de insistirle a la ARS MUTUAL SER el embargo de dineros 

que este le gire al Hospital Universitario de Sincelejo, bajo la cláusula del Sistema General 

de Participaciones, por cuanto son absolutamente inembargables. Ante lo cual en sentencia 

C-1554 del año 2008 la H. Corte Constitucional argumento sobre la excepción de 

inembargabilidad de los recursos provenientes del Sistema General de Participación lo 

siguiente:  

 

“4.- El principio de inembargabilidad de recursos públicos  

 

4.1.- El artículo 63 de la Carta representa el fundamento constitucional del principio de 

inembargabilidad de recursos públicos. La norma señala algunos de los bienes que son 

inalienables, imprescriptibles e inembargables, a la vez que faculta al Legislador para incluir en 

esa categoría otro tipo de bienes: 

 

“Artículo 63.- Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales 

de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y 

los demás bienes que determine la Ley, son inalienables, imprescriptibles e 

inembargables”. (Resaltado fuera de texto). 

 

En diversas oportunidades esta Corporación se ha pronunciado acerca del principio de 

inembargabilidad de recursos públicos, explicando que tiene sustento en la adecuada 

provisión, administración y manejo de los fondos necesarios para la protección de los 

derechos fundamentales y en general para el cumplimiento de los fines del Estado. La línea 

jurisprudencial al respecto está integrada básicamente por las Sentencias C-546 de 1992, C-013 

de 1993, C-017 de 1993, C-337 de 1993, C-555 de 1993, C-103 de 1994, C-263 de 1994, C-

354 de 1997, C-402 de 1997, T-531 de 1999, T-539 de 2002, C-793 de 2002, C-566 de 

2003, C-1064 de 2003, T-1105 de 2004 y C-192 de 2005. Desde la primera providencia que 

abordó el tema en vigencia de la Constitución de 1991, la Corte ha advertido sobre el riesgo 

de parálisis del Estado ante un abierto e indiscriminado embargo de recursos públicos: 

 

“Para la Corte Constitucional, entonces, el principio de  la inembargabilidad 

presupuestal es una garantía que es necesario preservar y defender, ya que ella 

permite proteger los recursos financieros del Estado, destinados por definición, en un 

Estado social de derecho, a satisfacer los requerimientos indispensables para la 

realización de la dignidad humana. 

 

En este sentido, sólo si el Estado asegura la intangibilidad judicial de sus recursos 

financieros, tanto del gasto de funcionamiento como del gasto de inversión, podrá 

contar con el cien por ciento de su capacidad económica para lograr sus fines 

esenciales. 

 

La embargabilidad indiscriminada de toda suerte de acreedores, nacionales y 

extranjeros, expondría el funcionamiento mismo del Estado a una parálisis total,  so 
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pretexto de la satisfacción de un cobro judicial de un acreedor particular y 

quirografario. 

 

Tal hipótesis es inaceptable a la luz de la Constitución de 1991, pues sería tanto como 

hacer prevalecer el interés particular sobre el interés general, con desconocimiento 

del artículo primero y del preámbulo de la Carta”
1
. 

 

La postura descrita, que se ha mantenido inalterada en la jurisprudencia constitucional
2
, 

implica reconocer que el Legislador tiene la facultad de señalar qué bienes no constituyen 

prenda general de garantía del Estado frente a sus acreedores y por lo tanto son 

inembargables en las controversias de orden judicial, pues se trata de una competencia 

asignada directamente por el Constituyente (art. 63 CP).  

 

4.2.- Sin embargo, la jurisprudencia también ha dejado en claro que el principio de 

inembargabilidad no es absoluto, sino que por el contrario debe conciliarse con los demás 

valores, principios y derechos reconocidos en la Carta Política. En esa medida, la facultad 

del Legislador también debe ejercerse dentro de los límites trazados desde la propia 

Constitución, como el reconocimiento de la dignidad humana, el principio de efectividad de 

los derechos, el principio de seguridad jurídica, el derecho a la propiedad, el acceso a la 

justicia y la necesidad de asegurar la vigencia de un orden justo, entre otros. Sobre el 

particular, en la Sentencia C-354 de 1997, MP. Antonio Barrera Carbonell, la Corte señaló:  

 

“Corresponde en consecuencia a la ley determinar cuáles son "los demás bienes" que 

son inembargables, es decir, aquéllos que no constituyen prenda de garantía general 

de los acreedores y que por lo tanto no pueden ser sometidos a medidas ejecutivas 

de embargo y secuestro cuando se adelante proceso de ejecución contra el Estado. 

Pero el legislador, si bien posee la libertad para configurar la norma jurídica y tiene, 

por consiguiente, una potestad discrecional, no por ello puede actuar de modo 

arbitrario, porque tiene como límites los preceptos de la Constitución, que reconocen 

principios, valores y derechos. En tal virtud, debe atender a límites tales como: el 

principio del reconocimiento de la dignidad humana, la vigencia y efectividad de los 

derechos constitucionales fundamentales de las personas, el principio de la seguridad 

jurídica, el derecho a la propiedad, el acceso a la justicia como medio para lograr la 

protección de sus derechos violados o desconocidos por el Estado, y la necesidad de 

asegurar la vigencia de un orden justo. Es decir, que al diseñar las respectivas normas 

el legislador debe buscar una conciliación o armonización de intereses contrapuestos: 

los generales del Estado tendientes a asegurar la intangibilidad de sus bienes y 

recursos y los particulares y concretos de las personas, reconocidos y protegidos 

constitucionalmente”.  

 

En la misma dirección, en la Sentencia C-566 de 2003, MP. Álvaro Tafur Gálvis, la Corte 

sostuvo: 

 

“En este sentido  tal y  como se desprende de las decisiones a que se ha  hecho 

reiterada referencia en esta sentencia el citado principio  de inembargabilidad, no 

puede ser considerado como absoluto, pues el ejercicio de la competencia  asignada 

al legislador   en este campo   para  sustraer  determinados bienes  de la medida 

cautelar de embargo necesariamente debe respetar los principios constitucionales y 

los derechos reconocidos en la Constitución, dentro de los que se cuentan los  

derechos a la igualdad y al acceso a la justicia a que se refiere el actor en su 

demanda”. 

 

4.3.- En este panorama, el Legislador ha adoptado como regla general la inembargabilidad de 

los recursos públicos consagrados en el Presupuesto General de la Nación. Pero ante la 

necesidad de armonizar esa cláusula con los demás principios y derechos reconocidos en la 

Constitución, la jurisprudencia ha fijado algunas reglas de excepción, pues no puede perderse 

de vista que el postulado de la prevalencia del interés general también comprende el deber 

de proteger y asegurar la efectividad de los derechos fundamentales de cada persona 

individualmente considerada. 

 

                                                           
1 Corte Constitucional, Sentencia C-546 de 1992, MP. Ciro Angarita Barón y Alejandro Martínez Caballero. 

2 En este sentido pueden consultarse la línea jurisprudencial anteriormente referida y en particular las Sentencias C-793 de 

2002, C-566 de 2003, T-1195 de 2004 y C-192 de 2005. 
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4.3.1.- La primera excepción tiene que ver con la necesidad de satisfacer créditos u 

obligaciones de origen laboral con miras a efectivizar el derecho al trabajo en condiciones 

dignas y justas. Al respecto, en la Sentencia C-546 de 1992, la Corte declaró la 

constitucionalidad condicionada del artículo 16 de la Ley 38 de 1989 (inembargabilidad de 

rentas y recursos del Presupuesto General de la Nación), en el entendido de que “en 

aquellos casos en los cuales la efectividad del pago de las obligaciones dinerarias a cargo 

del Estado surgidas de las obligaciones laborales, solo se logre mediante el embargo de 

bienes y rentas  incorporados al presupuesto de la nación, este será embargable en los 

términos  del artículo 177 del Código Contencioso Administrativo”. Para sustentar su 

conclusión la Corte explicó: 

 

“De las anteriores consideraciones se desprende un conflicto entre dos valores que 

deben ser sopesados y analizados  para tomar una decisión sobre la exequibilidad de 

las normas demandadas: el primero de estos valores tiene que ver con  la protección 

de los recursos económicos del Estado y del interés general abstracto que de allí se 

desprende.  El segundo valor en conflicto esta vinculado con la  efectiva protección 

del derecho fundamental al pago del salario de los trabajadores vinculados con el 

Estado. 

 

Como ya fue señalado, la Corte Suprema de Justicia bajo el imperio de la 

Constitución anterior resolvió el conflicto normativo en favor de la norma legal y del 

interés general abstracto que ella respalda. 

 

La Corte Constitucional, en cambio, sostiene que, en todo caso de conflicto entre los 

valores mencionados, debe prevalecer el derecho de los trabajadores a la efectividad 

del pago de su salario.  El énfasis en esta  afirmación, que no admite excepción 

alguna, sin embargo no impide que esta Corte admita la importancia del interés 

general abstracto.    

(...) 

Para la Corte Constitucional, entonces, el principio de la inembargabilidad 

presupuestal es una garantía que es necesario preservar y defender, ya que ella 

permite proteger los recursos financieros del Estado, destinados por definición, en un 

Estado social de derecho, a satisfacer los requerimientos indispensables para la 

realización de la dignidad humana. 

 

En este sentido, sólo si el Estado asegura la intangibilidad judicial de sus recursos 

financieros, tanto del gasto de funcionamiento como del gasto de inversión, podrá 

contar con el cien por ciento de su capacidad económica para lograr sus fines 

esenciales. 

 

La embargabilidad indiscriminada de toda suerte de acreedores, nacionales y 

extranjeros, expondría el funcionamiento mismo del Estado a una parálisis total,  so 

pretexto de la satisfacción de un cobro judicial de un acreedor particular y 

quirografario. 

 

Tal hipótesis es inaceptable a la luz de la Constitución de 1991, pues sería tanto como 

hacer prevalecer el interés particular sobre el interés general, con desconocimiento 

del artículo primero y del preámbulo de la Carta. 

 

(...) el legislador posee facultad constitucional de dar, según su criterio, la calidad de 

inembargables a ciertos bienes; desde luego, siempre y cuando su ejercicio no 

comporte transgresión de otros derechos o principios constitucionales. 

 

Justamente el legislador colombiano, en las disposiciones controvertidas de la Ley 38 

de 1989,  ha hecho cabal desarrollo de la facultad  que el artículo 63 Constitucional le 

confiere para, por vía de la Ley, dar a otros bienes la calidad de inembargables.    

 

Sin embargo, debe esta Corte dejar claramente sentado que este postulado excluye 

temporalmente, el caso en que,  la efectividad del pago de obligaciones dinerarias a 

cargo del Estado surgidas de relaciones laborales exige el embargo de bienes y 

recursos incorporados al Presupuesto General de la Nación. 
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Como claramente se desprende de los considerandos que anteceden, por mandato 

imperativo de la Carta, que también es de obligatorio acatamiento para el juez 

constitucional, los derechos laborales son materia privilegiada que se traduce, entre 

otras, en la especial protección que debe darles el Estado.   

(...)  

En este orden de ideas, el derecho al trabajo, por su especial protección en la Carta y 

por su carácter de valor fundante del Estado social de derecho, merece una especial 

protección respecto de la inembargabilidad del presupuesto. 

 

En consecuencia, esta Corporación estima que los actos administrativos que 

contengan obligaciones laborales en favor de los servidores públicos deben poseer la 

misma garantía que las sentencias judiciales, esto es, que puedan prestar mérito 

ejecutivo -y embargo- a los dieciocho (18) meses después de haber sido ejecutoriados, 

de conformidad con el artículo 177 del código contencioso administrativo (...) 

 

En consecuencia, esta Corte considera que en aquellos casos en los cuales la 

efectividad del pago de las obligaciones dinerarias a cargo del Estado surgidas de las 

obligaciones laborales, solo se logre mediante el embargo de bienes y rentas  

incorporados al presupuesto de la nación, este será embargable en los términos  del 

artículo 177 del Código Contencioso Administrativo”.  

 

Este criterio ha sido reiterado en diversas oportunidades, tanto en asuntos de tutela como de 

control abstracto de constitucionalidad
3
, y apunta a la realización efectiva de derechos 

laborales reconocidos en sentencia judicial o en actos administrativos que así lo dispongan en 

forma inequívoca. 

 

4.3.2.- La segunda regla de excepción tiene que ver con el pago de sentencias judiciales 

para garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los derechos reconocidos en dichas 

providencias. Así fue declarado desde la Sentencia C-354 de 1997, donde la Corte declaró 

la constitucionalidad condicionada del artículo 19 del Decreto 111 de 1996 

(inembargabilidad del Presupuesto General de la Nación), “bajo el entendido de que los 

créditos a cargo del Estado, bien sean que consten en sentencias o en otros títulos 

legalmente válidos, deben ser pagados mediante el procedimiento que indica la norma 

acusada y que transcurridos 18 meses después de que ellos sean exigibles, es posible 

adelantar ejecución, con embargo de recursos del presupuesto -en primer lugar los 

destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos- y 

sobre los bienes de las entidades u órganos respectivos”. El razonamiento que sirvió de base 

a la Corte fue el siguiente:  

  

“a) La Corte entiende la norma acusada, con el alcance de que si bien la regla general 

es la inembargabilidad, ella sufre excepciones cuando se trate de sentencias judiciales, 

con miras a garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los derechos reconocidos a 

las personas en dichas sentencias. 

 

Por contener la norma una remisión tácita a las disposiciones del Código Contencioso 

Administrativo, igualmente entiende la Corte que los funcionarios competentes 

deben adoptar las medidas que conduzcan al pago de dichas sentencias dentro de los 

plazos establecidos en las leyes, es decir, treinta días contados desde la comunicación 

de la sentencia (art. 176), siendo posible la ejecución diez y ocho meses después de la 

ejecutoria de la respectiva sentencia  (art. 177)”.  

 

Esta postura también ha sido reiterada de manera uniforme en la jurisprudencia 

constitucional
4
. 

 

4.3.3.- Finalmente, la tercera excepción a la cláusula de inembargabilidad del Presupuesto 

General de la Nación, se origina en los títulos emanados del Estado que reconocen una 

obligación clara, expresa y exigible. En la Sentencia C-103 de 1994 la Corte declaró la 

constitucionalidad condicionada de varias normas del Código de Procedimiento Civil 

                                                           
3 Cfr., Corte Constitucional, Sentencias C-013 de 1993, C-017 de 1993, C-337 de 1993, C-103 de 1994, C-263 de 1994, T-025 

de 1995, T.262 de 1997, C-354 de 1997, C-402 de 1997, T-531 de 1999, T-539 de 2002, C-793 de 2002, C-566 de 2003, C-

1064 de 2003 y T-1195 de 2004. 

4 Cfr., Corte Constitucional, Sentencias C-402 de 1997, T-531 de 1999, T-539 de 2002, C-793 de 2002 y C-192 de 2005, 

entre otras. 
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relativas a la ejecución contra entidades de derecho público y la inembargabilidad del 

Presupuesto General de la Nación. Esta Corporación indicó lo siguiente: 

 

“Cuando se trata de un acto administrativo definitivo que preste mérito ejecutivo, 

esto es, que reconozca una obligación expresa, clara y exigible, obligación que surja 

exclusivamente del mismo acto, será procedente la ejecución después de los diez y 

ocho (18) meses, con sujeción a las normas procesales correspondientes. Pero, 

expresamente, se aclara que la obligación debe resultar del título mismo, sin que sea 

posible completar el acto administrativo con interpretaciones legales que no surjan 

del mismo”. 

 

En la Sentencia C-354 de 1997, la Corte aclaró que esta circunstancia se explica en atención a 

criterios de igualdad frente a las obligaciones emanadas de un fallo judicial
5
. Dijo entonces: 

 

“Podría pensarse, que sólo los créditos cuyo título es una sentencia pueden ser 

pagados como lo indica la norma acusada, no así los demás títulos que constan en 

actos administrativos o que se originan en las operaciones contractuales de la 

administración. Sin embargo ello no es así, porque no existe una justificación objetiva 

y razonable para que únicamente se puedan satisfacer los títulos que constan en una 

sentencia y no los demás que provienen del Estado deudor y que configuran una 

obligación clara, expresa y actualmente exigible.  Tanto valor tiene el crédito que se 

reconoce en una sentencia como el que crea el propio Estado a través de los modos 

o formas de actuación administrativa que regula la ley. 

 

Por lo tanto, es ineludible concluir que el procedimiento que debe seguirse para el 

pago de los créditos que constan en sentencias judiciales, es el mismo que debe 

adoptarse para el pago de los demás créditos a cargo del Estado, pues si ello no fuera 

así, se llegaría al absurdo de que para poder hacer efectivo un crédito que consta en 

un título válido emanado del propio Estado es necesario tramitar un proceso de 

conocimiento para que a través de una sentencia se declare la existencia de un crédito 

que, evidentemente, ya existe, con el pernicioso efecto del recargo innecesario de 

trabajo en la administración de justicia.   

 

En conclusión, la Corte estima que los créditos a cargo del Estado, bien sean que 

consten en sentencias o en otros títulos legalmente válidos, deben ser pagados 

mediante el procedimiento que indica la norma acusada y que transcurridos 18 meses 

después de que ellos sean exigibles, es posible  adelantar ejecución, con embargo de 

recursos del presupuesto -en primer lugar los destinados al pago de sentencias o 

conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos- y sobre los bienes de las 

entidades u órganos respectivos.   

 

Sin embargo, debe advertir la Corte que cuando se trate de títulos que consten en un 

acto administrativo, éstos necesariamente deben contener una obligación clara, 

expresa y actualmente exigible que emane del mismo título, según se desprende de la 

aludida sentencia C-103 y que en el evento de que se produzca un acto 

administrativo en forma manifiestamente fraudulenta, es posible su revocación por la 

administración, como se expresó en la sentencia T-639/96 .  

 

Por las razones expuestas, la Corte Constitucional declarará exequible la norma 

acusada bajo las condiciones antes señaladas”. 

 

4.4.- Las reglas de excepción anteriormente descritas lejos de ser excluyentes son 

complementarias, pero mantiene plena vigencia la regla general de la inembargabilidad de 

recursos del Presupuesto General de la Nación. Además, en el caso de la ejecución de 

sentencias y títulos ejecutivos emanados de la administración, la posibilidad de embargo exige 

que se haya agotado, sin éxito, el plazo previsto en el Código Contencioso Administrativo 

para el cumplimiento de las obligaciones del Estado.” 
6
(Negrillas propias) 

 

 

                                                           
5 Las Sentencias C-402 de 1997, T-531 de 1999, C-793 de 2002 y C-566 de 2003, reiteran esta postura. 
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En virtud de lo anterior, y observando que lo que se pretende es el pago de una sentencia 

judicial proferida por este despacho del 27 de septiembre de 2010, y la cual quedo 

debidamente ejecutoriada el 20 de octubre de 2010, encajaría en “La segunda regla de 

excepción tiene que ver con el pago de sentencias judiciales para garantizar la seguridad 

jurídica y el respeto de los derechos reconocidos en dichas providencias”, tal como lo 

expuesto la H. Corte en la jurisprudencia citada. Sin embargo condiciono dicha excepción 

en el entendido que se debía de embargar primero los dineros destinados al pago de 

sentencias o conciliaciones.   Adicionalmente, en la misma providencia previamente citada 

se hizo alusión a la inembargabilidad de recursos del Sistema General de Participaciones, así:   

 

“5.- Inembargabilidad de recursos del Sistema General de Participaciones en vigencia del 

Acto Legislativo No. 1 de 2001 

 

5.1.- El Acto Legislativo No. 1 de 2001 sustituyó la participación de las entidades territoriales 

en los Ingresos Corrientes de la Nación, el Situado Fiscal y las transferencias complementarias 

(originariamente previstas en la Carta de 1991), y creó el Sistema General de Participaciones 

como el instrumento a través del cual las entidades territoriales ejercen su derecho a participar 

en las rentas nacionales (art.287  CP). 

 

El SGP está constituido por los recursos que la Nación transfiere a las entidades territoriales 

para atender los servicios a su cargo y proveer los recursos para financiar adecuadamente su 

prestación
7
. El Acto Legislativo No. 1 de 2001 dispuso que los recursos del SGP de los 

departamentos, distritos y municipios, se destinarían “a la financiación de los servicios a su 

cargo, dándole prioridad al servicio de salud y los servicios de educación preescolar, primaria, 

secundaria y media, garantizando la prestación de los servicios y a ampliación de cobertura”. 

Su configuración puntual fue dada en la Ley 715 de 2001, según la cual el SGP estaría 

conformado por: (1) una participación con destinación específica para el sector educación, (2) 

una participación con destinación específica para el sector salud, y (3) una participación de 

propósito general
8
.  

 

5.2.- Los recursos del SGP tienen una especial destinación social derivada de la propia Carta 

Política, de manera que en virtud de ella gozan de una protección constitucional reforzada en 

comparación con los demás recursos públicos del Presupuesto General de la Nación. Es por 

ello que resulta constitucionalmente legítimo que el Legislador haya previsto la 

inembargabilidad de dichos recursos como una medida para asegurar su inversión efectiva. En 

este sentido, en la Sentencia C-793 de 2002, MP. Jaime Córdoba Triviño, la Corte explicó lo 

siguiente:   

 

“De acuerdo con lo expuesto, la norma acusada (art. 18 de la Ley 715), al disponer la 

inembargabilidad de los recursos que las entidades territoriales reciban del Sistema 

General de Participaciones con destino al sector educativo, constituye un desarrollo 

legislativo razonable del mandato contenido en el artículo 63 de la Constitución.  Esto 

es así en tanto la protección de los recursos del Sistema General de Participaciones 

destinados al sector educativo tiene como finalidad el cumplimiento de las funciones 

sectoriales a cargo de las entidades territoriales y, por ello, no pueden estar sujetos a la 

eventualidad de medidas cautelares que impidan la ejecución de los correspondientes 

planes y programas.
 
 

 

Además de la finalidad de interés general involucrada en aquella medida del 

legislador, debe considerarse que el acreedor de las entidades mencionadas no 

                                                                                                                                                                                 
6 Sentencia Sala Plena- Corte Constitucional del 26 de noviembre de 2008 -C-1554/2008- Expediente 7297- Demanda de 

Inconstitucionalidad contra el artículo 21 (parcial) del decreto 28 de 2008- Actor: Silvio Elías Murillo- MP: Clara Inés Vargas 

H.  

7 Cfr., Corte Constitucional, Sentencias -  C-671 de 2002, C-871 de 2002, C-566 de 2003, C-568 de 2004, C-1118 de 2004 y 

C-423 de 2005, entre otras. 

8 Esta regulación fue objeto de modificación en el Acto Legislativo No. 4 de 2007 y en la Ley 1176 del mismo año, en los 

términos que más adelante se explican. 



Acción Ejecutiva 

Radicación Nº: 700013331003–2013–00305-00 

_________________________________________________ 

 

 
 

 8 

queda desprotegido puesto que la inembargabilidad no se extiende a la totalidad de 

los bienes de las entidades territoriales, sino que tal forma de protección dada por la 

norma acusada se limita a los dineros del Sistema General de Participaciones. No 

puede desconocerse tampoco que el hecho de prohibir el embargo de determinados 

recursos no hace ilusorio el derecho a reclamar el pago, pues las obligaciones 

subsisten y el procedimiento de cobro puede llevarse a cabo aunque no sea 

procedente la medida cautelar”. (Resaltado fuera de texto). 

 

Esta regla general de inemabargabilidad de los recursos del SGP fue reiterada en otras 

decisiones de esta Corporación, entre las cuales se destacan las Sentencias C-566 de 2003, 

MP. Álvarto Tafur Gálvis, C-192 de 2005, MP. Alfredo Beltrán Sierra y T-1194 de 2005, MP. 

Jaime Araújo Rentería.  

 

5.3.- Sin embargo, en estas mismas decisiones la Corte dejó claro que el principio de 

inembargabilidad de recursos del SGP tampoco es absoluto, pues  debe conciliarse con los 

demás derechos y principios reconocidos en la Constitución.  

 

En las providencias referidas, esta Corporación aclaró que las reglas de excepción al principio 

de inembargabilidad del Presupuesto eran aplicables respecto de los recursos del SGP, siempre 

y cuando las obligaciones reclamadas tuvieran como fuente alguna de las actividades a las 

cuales estaban destinados los recursos del SGP (educación, salud, agua potable y 

saneamiento básico). Al respecto, en la Sentencia C-793 de 2002, MP. Jaime Córdoba 

Triviño, se analizó el artículo 18 de la Ley 715 de 2001, relativo a la inembargabilidad de los 

recursos del SGP destinados a la educación
9
. La Corte declaró la constitucionalidad de dicha 

norma, pero la condicionó precisando que si bien era válida la regla general de 

inembargabilidad, también debía proceder el embargo en casos excepcionales. Dijo entonces: 

 

“No obstante, como ya lo ha resaltado la jurisprudencia de esta Corporación, 

particularmente en los alcances del principio de inembargabilidad dados a partir de la 

sentencia C-354 de 1997, los cuales fueron reiterados en la sentencia C-402 del 

mismo año, la embargabilidad de las rentas y recursos presupuestales provenientes de 

las participaciones es procedente cuando se trata de sentencias que han condenado a 

entidades territoriales y cuando hayan transcurrido más de dieciocho (18) meses 

contados a partir de la ejecutoria de la providencia (artículo 177 del C.C.A.). Lo 

propio puede decirse de actos administrativos que reconozcan una obligación de la 

respectiva entidad y que presten mérito ejecutivo, siempre que haya transcurrido el 

lapso indicado. En la excepción quedan incluidas las obligaciones contraídas por la 

entidad territorial en materia laboral, tal como se ha señalado, de manera uniforme, 

desde la sentencia C-546 de 1992.    

 

Ahora bien, considera la Corte que las excepciones al principio de inembargabilidad 

de los recursos a que alude el artículo 18 de la Ley 715 sólo proceden frente a 

obligaciones que tengan como fuente las actividades señaladas en el artículo 15 de 

la Ley 715. El legislador ha dispuesto, en ejercicio de su libertad de configuración en 

materia económica, que los recursos del Sistema General de Participaciones para el 

sector educación se apliquen sólo a tales actividades. Por lo tanto, el pago de 

obligaciones provenientes de otros servicios, sectores o actividades a cargo de las 

entidades territoriales no podrá efectuarse con cargo a los recursos del sector 

educación. De lo contrario se afectaría indebidamente la configuración constitucional 

del derecho a las participaciones establecido en el artículo 287 numeral 4 y regulado 

por los artículos 356 y 357 de la Carta, que privilegian al servicio de salud y los 

servicios de educación preescolar, primaria, secundaria y media, sobre otros servicios 

y funciones a cargo del Estado.  

 

De acuerdo con las precedentes consideraciones, se declarará la exequibilidad del 

aparte demandado del artículo 18 de la Ley 715, bajo el entendido que los créditos a 

cargo de las entidades territoriales por actividades propias del sector educación (L. 

715, art. 15), bien sea que consten en sentencias o en otros títulos legalmente válidos, 

                                                           
9 “Artículo 18. Administración de los recursos. Los departamentos, los distritos y los municipios certificados administrarán los 

recursos del Sistema General de Participaciones en cuentas especiales e independientes de los demás ingresos de las entidades 

territoriales. Estos dineros no harán unidad de caja con las demás rentas y recursos de la entidad territorial. Estos recursos, del 

sector educativo, no podrán ser objeto de embargo, pignoración, titularización o cualquier otra clase de disposición 

financiera”. (Se subraya el aparte demandado en aquella oportunidad). 
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deben ser pagados mediante el procedimiento que señale la ley y que transcurrido el 

término para que ellos sean exigibles, es posible adelantar ejecución, con embargo de 

recursos del presupuesto –en primer lugar los destinados al pago de sentencias o 

conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos, y, si ellos no fueren suficientes, 

sobre los recursos de la participación para educación del Sistema General de 

Participaciones-”. (Resaltado fuera de texto).   

 

Siguiendo esta línea, en la Sentencia C-566 de 2003, MP. Álvaro Tafur Gálvis, la Corte 

declaró la constitucionalidad condicionada del artículo 91 de la Ley 715 de 2001, según el cual 

los recursos del SGP no harían unidad de caja con los demás recursos del presupuesto y serían 

inembargables
10

. La Corte insistió en que la regla general es la inembargabilidad, pero de 

nuevo aceptó el embargo excepcional para garantizar obligaciones derivadas de actividades 

relacionadas con la destinación de los recursos del SGP (salud, educación, saneamiento básico 

y agua potable). No obstante, excluyó tal condición para el embargo de recursos de 

propósito general. Los argumentos para sustentar esta tesis fueron los siguientes:  

 

“Tomando en cuenta  las consideraciones anteriores, la Corte estima que son 

totalmente aplicables en el presente caso los criterios establecidos por la Corporación 

en sus precedentes decisiones respecto del condicionamiento de la constitucionalidad 

de las normas que establecen la inembargabilidad  de los recursos públicos. 

 

En este sentido ha de tenerse en cuenta que la inembargabilidad de dichos recursos 

solamente se ajusta a la Constitución en la medida en que  ello no impida la  

efectividad del pago de las obligaciones  dinerarias surgidas de las obligaciones 

laborales, como se señaló por la Corte desde la sentencia C-546 de 1992. 

 

De la misma manera, que la regla general  de la inembargabilidad  de las rentas y 

recursos del Estado  tiene como excepción  el pago de sentencias  y de las demás 

obligaciones  claras expresas y actualmente exigibles  a cargo  de  entidades públicas, 

para lo cual  como se señaló en la sentencia   C-354 de 1997 se acudirá  al 

procedimiento  señalado en el Estatuto orgánico de presupuesto  y en los artículos 

176 y 177 del Código Contencioso Administrativo. 

 

Así mismo que en materia de recursos del sistema general de participaciones  la 

Sentencia C-793 de 2002  precisó que las excepciones  al principio de 

inembargabilidad  que pueden predicarse respecto de los recursos   de la 

participación de educación a que alude el artículo 18 de la Ley 715 de 2001 solo 

proceden frente  a obligaciones que tengan  como fuente las actividades  señaladas en 

el artículo 15 de la misma ley como destino de dicha participación.  Y ello por cuanto 

permitir  por la vía  del embargo de recursos el pago de obligaciones  provenientes 

de otros servicios, sectores o actividades a cargo de las entidades  territoriales  

afectaría indebidamente la  configuración constitucional del  derecho a las 

participaciones  establecido en el  artículo 287 numeral 4 y regulado por los artículos  

356 y 357 de la Constitución. 

 

Cabe hacer énfasis en que dicho criterio -fijado en la sentencia C-793 de 2002  

solamente respecto de los recursos para educación del sistema general de 

participaciones- debe extenderse en el presente caso  a los demás recursos de dicho 

sistema, con la única salvedad a que mas adelante se refiere la Corte respecto de los 

recursos que pueden destinar libremente  los municipios de las categorías 4, 5 y 6 

cuando  estos no se destinen a financiar la infraestructura en agua potable y 

saneamiento básico. 

 

En este sentido, de la misma manera que en el caso de la participación en educación, 

ha de entenderse que las excepciones  al principio de inembargabilidad  que pueden 

predicarse,  en aplicación de  los criterios jurisprudenciales atrás citados, respecto de 

                                                           
10 “Artículo 91. Prohibición de la Unidad de caja. Los recursos del Sistema General de Participaciones no harán Unidad de caja 

con los demás recursos del presupuesto y su administración deberá realizarse en cuentas separadas de los recursos de la 

entidad y por sectores. Igualmente, por su destinación social constitucional, estos recursos no pueden ser sujetos de embargo, 

titularización u otra clase de disposición financiera. 

Los rendimientos financieros de los recursos del sistema general de participaciones que se generen una vez entregados a la 

entidad territorial, se invertirán en el mismo sector para el cual fueron transferidos. En el caso de la participación para 

educación se invertirán en mejoramiento de calidad”. (Se subraya el aparte demandado en aquella oportunidad). 



Acción Ejecutiva 

Radicación Nº: 700013331003–2013–00305-00 

_________________________________________________ 

 

 
 

 10 

los recursos   de las participaciones en salud  y propósito general,  solo proceden 

frente  a obligaciones que tengan  como fuente las actividades  que  la ley 715 de 

2001 fija como destino de dichas participaciones.  

 

Téngase en cuesta en efecto que el artículo 91 acusado  hace parte de las disposiciones 

comunes aplicables al sistema general de participaciones (titulo V de la Ley 715 de 

2001), es decir a las participaciones en educación, salud y propósito general  y que es 

en relación con todas ellas  que los mandatos constitucionales arriba enunciados 

deben aplicarse.        

 

Téngase en cuenta así mismo que contrariaría   el mandato constitucional de 

destinación de las participaciones aludidas (arts. 356 y 357 C.P.)  el que pudiera  

entenderse que  se puedan afectar  en esas circunstancias los recursos de las 

participaciones para  educación y salud, así como de propósito general que tienen 

fijadas por la  Constitución y la ley precisas destinaciones.   

 

Así las cosas, la Corte declarará la  exequibilidad  de la  expresión “estos recursos no 

pueden ser sujetos de embargo” contenida  en el primer inciso del artículo 91 de  Ley 

715 de 2001, en el entendido que  los créditos  a cargo de las entidades territoriales  

por actividades propias de cada uno de los sectores a los que se destinan los recursos 

del sistema general de participaciones (educativo, salud y propósito general), bien sea 

que consten  en sentencias o en otros títulos legalmente válidos  que contengan una 

obligación clara, expresa y actualmente exigible que emane del mismo título,  deben 

ser pagados mediante  el procedimiento que señale la ley y que transcurrido el 

término  para que ellos sean exigibles, es posible adelantar  ejecución, con embargo, 

en primer lugar, de los recursos del presupuesto destinados al pago de sentencias o 

conciliaciones, cuando se trate de esa clase de títulos, y, si ellos no fueren suficientes, 

de los recursos  de la participación  respectiva, sin que puedan verse comprometidos 

los recursos de las demás participaciones.  

(…) 

Frente a los recursos  que se  destinen por los referidos municipios  en los términos 

del primer inciso del artículo 78 de la Ley 715 de 2001  para otros gastos inherentes 

al funcionamiento de la administración municipal diferentes al financiamiento de  la 

infraestructura de agua potable y saneamiento básico, no cabe hacer la misma 

consideración,  pues en este caso como lo señala el actor no se da la destinación 

social constitucional que fundamenta el régimen excepcional de protección de los 

recursos del sistema de participaciones.  

 

En este sentido la Corte declarará la constitucionalidad de la  expresión “estos 

recursos no pueden ser sujetos de embargo” contenida  en el primer inciso del 

artículo 91 de  Ley 715 de 2001, en el entendido igualmente que en el caso de los 

recursos de la Participación de Propósito General que de acuerdo con el primer inciso 

del artículo 78 de la Ley  715 de 2001  los municipios clasificados en las categorías 4ª, 

5ª y 6ª destinen  para  financiar la infraestructura de agua potable y saneamiento 

básico y  mientras mantengan esa destinación, los créditos que se asuman por los 

municipios respecto de dichos recursos estarán sometidos a la mismas reglas en 

materia de inembargabilidad a que se ha hecho referencia en esta sentencia, sin que 

puedan verse comprometidos los demás recursos de la participación  de propósito 

general cuya destinación  está fijada por el Legislador,  ni de las participaciones en 

educación y salud”.    

 

En suma, en vigencia del Acto Legislativo No. 1 de 2001 la Corte dejó en claro que la 

posibilidad de imponer medidas cautelares sobre recursos del SGP, sólo procedía para hacer 

efectivas obligaciones que tuvieran como fuente actividades relacionadas con el destino de los 

recursos del SGP (educación, salud, saneamiento básico y agua potable).  

 

 

6.- El principio de inembargabilidad en la nueva dimensión constitucional del Sistema 

General de Participaciones. Acto Legislativo No. 4 de 2007 

 

6.1.- Esta Corporación ha reconocido que, en comparación con la regulación del Situado 

Fiscal prevista originariamente en la Carta Política de 1991, el Acto Legislativo No. 1 de 2001 
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flexibilizó la destinación de los recursos del SGP. Sobre el particular, en la Sentencia C-871 de 

2002, MP. Eduardo Montealegre Lynett, la Corte señaló: 

 

“Finalmente, el Acto Legislativo flexibilizó la destinación de esos dineros. Así, 

anteriormente los recursos del situado fiscal financiaban exclusivamente la salud y la 

educación, mientras que la nueva regulación, si bien mantiene que esos dineros 

deben ir prioritariamente a la salud y a la educación, admite que sean destinados a 

otros sectores. Y además, la nueva regulación constitucional flexibilizó los criterios de 

reparto, pues abandonó la mayoría de las fórmulas estrictas que tenía la anterior 

normatividad, y atribuyó a la ley la determinación y concreción de los criterios y 

montos de reparto”
11
.  

 

6.2.- No obstante, el Acto Legislativo No. 4 de 2007, “por el cual se reforman los artículos 

356 y 357 de la Constitución Política”, modificó varios aspectos del SGP que ponen de 

presente una mayor preocupación del Constituyente por asegurar el destino social y la 

inversión efectiva de esos recursos. Para lo que ahora ocupa la atención de la Corte es preciso 

anotar los siguientes cambios: 

  

6.2.1.- Bajo el nuevo esquema constitucional, el Acto Legislativo No. 4 de 2007 dispuso 

expresamente que los recursos del SGP de los departamentos, distritos y municipios “se 

destinarán a la financiación de los servicios públicos a su cargo, dándoles prioridad al servicio 

de salud, los servicios de educación preescolar, primaria, secundaria y media, y servicios 

públicos de agua potable y saneamiento básico, garantizando la prestación y ampliación de 

coberturas con énfasis en la población pobre” (art.1º). En este punto, la reforma consagra una 

nueva participación social destinada específicamente a “saneamiento básico y agua potable”, 

que hasta ahora estaba comprendida de manera global en la participación de propósito 

general. Además, la reforma enfatiza en el criterio de “población pobre” para la ampliación 

de la cobertura de esos servicios. 

 

6.2.2.- El Acto Legislativo No. 4 de 2007 dispone que el 17% de los recursos de propósito 

general del SGP será distribuido entre municipios con población inferior a 25.000 habitantes, 

destinados “exclusivamente” para inversión, conforme a las competencias asignadas por la ley 

(art.4). Se observa aquí una referencia expresa a la necesidad de asegurar el destino efectivo 

de esos recursos. 

 

6.2.3.- La reforma también señala que los municipios de categorías cuarta, quinta y sexta, 

“podrán destinar libremente, para inversión y otros gastos inherentes al funcionamiento de la 

administración municipal, hasta un cuarenta y dos  (42%) de los recursos que se perciban por 

concepto del sistema general de participaciones de propósito general”, exceptuando los 

recursos anteriormente señalados (art. 4º). Desde esta perspectiva, se amplía el porcentaje de 

la participación de propósito general que los municipios pueden destinar a gastos inherentes 

al funcionamiento de la entidad, que en el Acto Legislativo No. 1 de 2001 sólo ascendía al 

28%. 

 

Cabe advertir que el desarrollo normativo del Acto Legislativo No. 4 de 2007 se dio 

mediante la Ley 1176 del mismo año y el Decreto Ley 28 de 2008. En cuanto a su 

distribución, el artículo 2º de la ley señala que el monto total del SGP se distribuirá de la 

siguiente manera
12
: (i) un 58.5% para educación; (ii) un 24.5% para salud; (iii) un 5.4% para 

agua potable y saneamiento básico; y (iv) un 11.6% correspondiente a la participación de 

propósito general. 

 

6.2.4.- El inciso final del artículo 4º del Acto Legislativo establece que cuando una entidad 

territorial haya alcanzado coberturas universales y cumpla con los estándares de calidad 

fijados por las autoridades para los sectores de inversión propios del SGP, “podrá destinar los 

recursos excedentes a inversión en otros sectores de su competencia”. De nuevo se evidencia 

el especial celo del Constituyente por asegurar el destino de los recursos del SGP, dejando 

abierta la puerta para que, una vez satisfechos los estándares exigidos en la ley, las entidades 

territoriales puedan redireccionar esos recursos para atender otro tipo de necesidades. 

 

                                                           
11 Corte Constitucional, Sentencia C-871 de 2002. Ver también las sentencias C-568 de 2004 y C-425 de 2005. 

12 Una vez descontados los recursos a que se refiere el parágrafo 2o del artículo 2o de la Ley 715 de 2001 y los parágrafos 

transitorios 2o y 3o del artículo 4o del Acto Legislativo No. 4 de 2007. 
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6.2.5.- De otra parte, el Acto Legislativo adicionó dos incisos al artículo 356 de la 

Constitución, en los siguientes términos: 

 

“Artículo 3º.- Adiciónense al artículo 356 de la Constitución Política los siguientes 

incisos: 

  

El Gobierno Nacional definirá una estrategia de monitoreo, seguimiento y control 

integral al gasto ejecutado por las entidades territoriales con recursos del Sistema 

General de Participaciones, para asegurar el cumplimiento del metas de cobertura y 

calidad. Esta estrategia deberá fortalecer los espacios para la participación ciudadana 

en el control social y en los procesos de rendición de cuentas. 

  

Para dar aplicación y cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior, el Gobierno 

Nacional, en un término no mayor a seis (6) meses contados a partir de la expedición 

del presente acto legislativo, regulará, entre otros aspectos, lo pertinente para definir 

los eventos en los cuales está en riesgo la prestación adecuada de los servicios a cargo 

de las entidades territoriales, las medidas que puede adoptar para evitar tal situación 

y la determinación efectiva de los correctivos necesarios a que haya lugar”. 

 

6.3.- En las modificaciones anotadas llama la atención no sólo el particular interés del 

Constituyente por adoptar mecanismos de control y seguimiento al gasto ejecutado con 

recursos del SGP, sino también la preocupación por asegurar el cumplimiento de las metas de 

cobertura y calidad en los sectores de educación, salud, saneamiento básico y agua potable. 

Preocupación que fue exteriorizada en el curso del debate en el Congreso de la República y 

que justificó el otorgamiento de facultades extraordinarias al Gobierno Nacional
13
.   

 

A juicio de la Corte, en el nuevo esquema previsto a partir del Acto Legislativo No. 4 de 

2007, las reformas adoptadas se traducen en una mayor rigidez constitucional en lo referente 

al destino social de los recursos del SGP, que implica examinar desde una óptica diferente el 

principio de inembargabilidad y las reglas de excepción. En este sentido, la regla general debe 

seguir siendo la inembargabilidad de recursos del presupuesto, para permitir sólo 

excepcionalmente la adopción de medidas cautelares.”
14
 (Negrillas propias) 

 

En virtud de lo anterior, la H. Corte Constitucional condiciono la aplicación de la norma 

demandada, y estableció:  

 

“Constitucionalidad condicionada del artículo 21 del Decreto 28 de 2008 

 

7.1.- El Decreto Ley 28 de 2008, “por medio del cual se define la estrategia de monitoreo, 

seguimiento y control integral al gasto que se realice con recursos del Sistema General de 

Participaciones”, fue expedido por el Gobierno Nacional con fundamento en las facultades 

especiales previstas en el artículo 356 de la Constitución, adicionado por el Acto Legislativo 

No. 04 de 2007. 

 

El artículo 21 del Decreto regula la inembargabilidad de los recursos del SGP y precisa que las 

medidas cautelares relacionadas con obligaciones laborales se harán efectivas con ingresos 

corrientes de libre destinación de la respectiva entidad territorial, para proceder a su pago en la 

vigencia o vigencias fiscales subsiguientes. Dice la norma: 

 

“Artículo 21. Inembargabilidad. Los recursos del Sistema General de Participaciones son 

inembargables. Para evitar situaciones derivadas de decisiones judiciales que afecten la 

continuidad, cobertura y calidad de los servicios financiados con cargo a estos recursos, 

las medidas cautelares que adopten las autoridades judiciales relacionadas con 

obligaciones laborales, se harán efectivas sobre ingresos corrientes de libre destinación 

de la respectiva entidad territorial. Para cumplir con la decisión judicial, la entidad 

territorial presupuestará el monto del recurso a comprometer y cancelará el respectivo 

crédito judicial en el transcurso de la vigencia o vigencias fiscales subsiguientes. 

 

                                                           
13 Cfr., Proyecto de Acto Legislativo No.169 de 2006 Cámara – 011 de 2006 Senado, Ponencia para Primer Debate en el 

Senado de la República. Gaceta No. 116 del 13 de abril de 2007, p. 19 y ss. 

14 Sentencia Sala Plena- Corte Constitucional del 26 de noviembre de 2008 -C-1554/2008- Expediente 7297- Demanda de 

Inconstitucionalidad contra el artículo 21 (parcial) del decreto 28 de 2008- Actor: Silvio Elías Murillo- MP: Clara Inés Vargas H 
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Las decisiones de la autoridad judicial que contravengan lo dispuesto en el presente 

decreto, no producirán efecto alguno, y darán lugar a causal de destitución del cargo 

conforme a las normas legales correspondientes”. (Se subrayan los apartes 

demandados). 

 

El artículo objeto de examen presenta una configuración normativa diferente si se compara con 

las disposiciones analizadas por esta Corporación en oportunidades precedentes, en las cuales 

se establecía una prohibición absoluta e inflexible de embargo de recursos públicos
15
.  

 

En primer lugar, la norma consagra el principio general de inembargabilidad de los recursos del 

presupuesto de las entidades territoriales (en particular de los recursos del SGP), pero a la vez 

reconoce la posibilidad de adoptar medidas cautelares derivadas de obligaciones laborales. 

Desde esta perspectiva, a diferencia de las normas estudiadas en eventos anteriores, el 

Legislador ha previsto expresamente la posibilidad, por supuesto excepcional, de imponer 

medidas cautelares cuando así lo dispongan las autoridades judiciales. 

 

En segundo lugar, también se prevé una fuente inmediata para hacer efectivas dichas 

obligaciones, pues la norma dispone que  las medidas cautelares “se harán efectivas sobre los 

ingresos corrientes de libre destinación de la respectiva entidad territorial”. Al respecto, la 

Corte ha explicado que aún cuando la Constitución hace alguna referencia a los ingresos 

corrientes y rentas de capital, lo cierto es que en ella no se definieron esos conceptos por lo 

que dicha tarea corresponde al Legislador
16
.  

 

Es así como el artículo 27 del Estatuto Orgánico del Presupuesto señala que los ingresos 

corrientes se clasifican en tributarios (impuestos directos e indirectos) y no tributarios (tasas y 

multas). Dice la norma: 

 

“Artículo 27. Los ingresos corrientes se clasificarán en tributarios y no tributarios. Los 

ingresos tributarios se subclasificarán en impuestos directos e indirectos, y los ingresos 

no tributarios comprenderán las tasas y las multas (Ley 38/89, artículo 20. Ley 179/94, 

artículo 55, inciso 10 y artículos 67 y 71)”
17
.   

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 104 del mismo estatuto dispone que las entidades 

territoriales deben ajustar sus normas sobre programación, elaboración, aprobación y ejecución 

del presupuesto a las reglas del Estatuto Orgánico del Presupuesto, de modo que esa 

clasificación también tiene cabida en el nivel territorial: 

 

“Artículo 104.  A más tardar el 31 de diciembre de 1996, las entidades territoriales 

ajustarán las normas sobre programación, elaboración, aprobación y ejecución de sus 

presupuestos a las normas previstas en la Ley Orgánica del Presupuesto (Ley 225 de 

1995, artículo 32)”. 

 

Ahora bien, los ingresos corrientes de libre destinación de las entidades territoriales están 

definidos en el parágrafo del artículo 3º de la Ley 617 de 2000
18
, según el cual “para efectos de 

lo dispuesto en esta ley se entiende por ingresos corrientes de libre destinación los ingresos 

corrientes excluidas las rentas de destinación específica, entendiendo por estas las destinadas 

por ley o acto administrativo a un fin determinado”
19
. 

 

Finalmente, en tercer lugar, el artículo 21 del Decreto 28 de 2008 consagra el deber de las 

entidades territoriales de presupuestar el monto de las obligaciones a su cargo y de cancelar el 

respectivo crédito judicial en el transcurso de la vigencia o vigencias fiscales subsiguientes. 

Aunque más adelante se harán algunas precisiones sobre esta regulación, la Corte advierte que 

                                                           
15 Cfr., Corte Constitucional, Sentencias C-546 de 1992, C-013 de 1993, C-017 de 1993, C-337 de 1993, C-555 de 1993, C-103 

de 1994, C-263 de 1994, C-354 de 1997, C-402 de 1997, T-531 de 1999, T-539 de 2002, C-793 de 2002, C-566 de 2003, C-

1064 de 2003, T-1105 de 2004 y C-192 de 2005. 

16 Corte Constitucional, Sentencias C-892 de 2002, MP. Alfredo Beltrán Sierra y C-066 de 2003, MP. Rodrigo Escobar Gil. 

17 La Corte ha avalado la constitucionalidad de esta regulación en las Sentencias C-066 de 2003 MP. Rodrigo Escobar Gil y C-

208 de 2003, MP. Eduardo Montealegre Lynett. 

18 Ley 617 de 2000, “Por la cual se reforma parcialmente la Ley 136 de 1994, el Decreto Extraordinario 1222 de 1986, se 

adiciona la Ley Orgánica de Presupuesto, el Decreto 1421 de 1993, se dictan otras normas tendientes a fortalecer la 

descentralización, y se dictan normas para la racionalización del gasto público nacional”. 

19 La expresión “o acto administrativo”, fue declarada exequible en la Sentencia C-579 de 2001, MP. Eduardo Montealegre 

Lynett, “en el sentido de que sólo cobija aquellos actos administrativos válidamente expedidos por las corporaciones públicas 

del nivel territorial -Asambleas y Concejos-, de conformidad con lo dispuesto en la parte motiva de esta providencia”. 
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la norma no sólo acepta la imposición de medidas cautelares, sino que ordena a las entidades 

territoriales hacer las apropiaciones necesarias para satisfacer en su totalidad el monto del 

crédito que la originó. 

 

7.2.- En cuanto a las acusaciones de inconstitucionalidad, el demandante sostiene, en primer 

término, que la prohibición de embargo de los recursos del SGP desconoce los principios y 

valores del Estado (Preámbulo y artículos 1 y 2 CP) y las normas relacionadas con el destino de 

los recursos del SGP (art. 357 CP), ya que se blindan importantes recursos de las entidades 

territoriales e impide hacer efectivos los derechos derivados de procesos judiciales relacionados 

con obligaciones laborales.  

 

La Corte reconoce la necesidad de garantizar estos principios pero disiente de la lectura que el 

ciudadano hace de la norma acusada y de su alcance frente a las normas constitucionales que 

invoca. En efecto, teniendo en cuenta la regulación vigente a partir del Acto Legislativo No.4 

de 2007, la Corte considera que la configuración prevista en el artículo 21 del Decreto 28 de 

2008 se ajusta a la Constitución, pues consagra la inembargabilidad de los recursos del SGP a la 

vez que autoriza el embargo de otros recursos del presupuesto de las entidades territoriales, de 

modo que garantiza la destinación social constitucional del SGP sin desconocer los demás 

principios y valores reconocidos en la Carta Política, particularmente en cuanto a la efectividad 

de las obligaciones de orden laboral.  

 

A juicio de la Corte, la prohibición de embargo de recursos del SGP (i) está amparada por el 

artículo 63 de la Carta Política, que autoriza al Legislador para determinar qué bienes y recursos 

públicos son inembargables. Así mismo, (ii) está dirigida a garantizar la destinación social y la 

inversión efectiva en los servicios de educación, salud, saneamiento básico y agua potable, de 

acuerdo con la exigencia prevista en los artículos 356 y 357 de la Constitución y la reforma 

introducida en el Acto Legislativo No. 4 de 2007. Además, (iii) es coherente con el mandato 

que el Constituyente dio al Gobierno Nacional para definir una estrategia de monitoreo, 

seguimiento y control al gasto ejecutado con recursos del SGP, con miras a garantizar las metas 

de continuidad, calidad y cobertura definidas en la ley. Desde esta perspectiva, es claro que la 

cláusula de inembargabilidad de los recursos del SGP persigue fines constitucionalmente 

legítimos, compatibles con la naturaleza y destino social de esos recursos.  

 

La norma acusada reconoce (en forma tácita) que la prohibición de embargo de recursos del 

presupuesto de las entidades territoriales no es absoluta, ya que no pueden perderse de vista 

otros valores, principios y derechos constitucionales como la dignidad humana, el principio 

de seguridad jurídica, el derecho a la propiedad, el acceso a la justicia y el  derecho al 

trabajo, entre otros. Es por ello que acepta la imposición de medidas cautelares, para lo cual 

advierte que las mismas se harán efectivas sobre ingresos corrientes de libre destinación de 

las entidades territoriales. De esta manera se reconoce el destino social constitucional y la 

necesidad de inversión efectiva de los recursos del SGP, pero en aras de garantizar el 

principio de efectividad de los derechos se acepta también la posibilidad de embargo de otro 

tipo de recursos del presupuesto de las entidades territoriales. 

 

7.3.- Los argumentos expuestos también conducen a desestimar el cargo relativo a la violación 

del principio de acceso efectivo a la administración de justicia (art.229 CP) y de la cláusula de 

respeto a los derechos adquiridos (art.58 CP). En efecto, la norma acusada apunta precisamente 

a compatibilizar el derecho de acceso a la justicia, la seguridad jurídica y el respeto a los 

derechos adquiridos, con el destino e inversión de los recursos públicos, de manera que 

ninguno tenga una preferencia absoluta e incondicionada sino que se haga viable su 

armonización y concordancia práctica. Es por ello que excepcionalmente se permite imponer 

medidas cautelares sobre los ingresos corrientes de libres destinación de las entidades 

territoriales, para asegurar con ello la cumplida ejecución de sentencias que reconocen 

obligaciones laborales. 

 

Este acople de la jurisprudencia de ninguna manera supone desconocer el principio de 

efectividad de los derechos, en virtud del cual se ha avalado el embargo excepcional de 

recursos de las entidades territoriales. De lo que se trata es, simplemente, de armonizar y 

conciliar esos principios en el marco de la reforma introducida a partir del Acto Legislativo No. 

4 de 2007, que refuerza e insiste en la destinación social de los recursos del SGP. 

 

Por un lado, se mantiene la posibilidad (excepcional) de imponer medidas cautelares sobre 

recursos de las entidades territoriales, pues de lo contrario se dejarían sin efecto los principios 
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constitucionales antes mencionados; por el otro, se restringe su alcance a los ingresos 

corrientes de libre destinación, pues de lo contrario se dejaría sin efecto el destino social 

constitucional de los recursos del SGP. De esta manera, el embargo de los demás bienes de 

las entidades territoriales no queda sujeto a las restricciones propias del SGP, lo cual permite 

acudir a otras fuentes para asegurar el cumplimiento efectivo de las obligaciones a cargo de 

los departamentos, distritos y municipios, sin afectar de manera desproporcionada los 

principios de continuidad, calidad y cobertura en materia de educación, salud, saneamiento 

básico y agua potable de los sectores más vulnerables de la sociedad, que por lo mismo 

requieren una atención prioritaria de parte del Estado y las autoridades que lo representan.  

 

7.4.- Con todo, la Corte observa que el artículo acusado exige a las entidades territoriales 

presupuestar el monto de las obligaciones a su cargo para “cancelar el respectivo crédito 

judicial en el transcurso de la vigencia o vigencias fiscales subsiguientes”. Al respecto es 

importante precisar que, de acuerdo con las reglas jurisprudenciales anotadas, los créditos a 

cargo de las entidades territoriales deberán ser pagados conforme al procedimiento que señala 

la ley, particularmente las normas del Código Contencioso Administrativo (art. 176, 177 y ss) y 

del Código de Procedimiento Civil. De esta manera, sólo transcurrido el término allí previsto 

(18 meses) será posible adelantar ejecución judicial. Una vez cumplidos estos requisitos y 

decretada la medida cautelar se procederá al embargo, en primer lugar, de los recursos del 

presupuesto destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se trate de esa clase de 

títulos, y, si ellos no fueren suficientes, de los ingresos corrientes de libre destinación de las 

entidades territoriales.  

 

No obstante, si bien la norma es respetuosa del ordenamiento Superior en tanto autoriza la 

adopción excepcional de medidas cautelares (y por ello será declarara exequible), la Sala 

considera necesario condicionar su alcance para excluir interpretaciones incompatibles con la 

Carta Política en aquellos eventos en los cuales estos recursos no sean suficientes para hacer 

efectivas las obligaciones laborales reconocidas mediante sentencia judicial.  

 

7.4.1.- En este sentido, una interpretación de la norma que restrinja la posibilidad de adoptar 

medidas cautelares únicamente sobre los ingresos corrientes de libre destinación con cargo a la 

vigencia o vigencias fiscales subsiguientes puede hacer nugatorio el pago efectivo de dichas 

obligaciones, en la medida en que esos recursos sean escasos y en que la referencia a las 

vigencias subsiguientes torna incierto el momento en que se realizará el pago final de las 

acreencias. Dicha lectura de la norma es inadmisible en perspectiva constitucional, pues 

desconoce el principio de efectividad de los derechos y particularmente de los créditos 

laborales debidamente reconocidos.  

 

7.4.2.- Sin embargo, existe otra interpretación que es compatible con estos preceptos de la 

Carta Política en tanto asegura la efectividad de los derechos y ofrece certeza sobre el pago de 

acreencias laborales. Según esta lectura de la norma, el pago de las obligaciones laborales 

reconocidas mediante sentencia debe efectuarse en el plazo máximo de dieciocho (18) meses 

contados a partir de la ejecutoria de la misma, después de lo cual podrán imponerse medidas 

cautelares sobre los ingresos corrientes de libre destinación de la respectiva entidad 

territorial, y, si esos recursos no son suficientes para asegurar el pago de las citadas 

obligaciones, deberá acudirse a los recursos de destinación específica.  

 

En este orden de ideas, la Corte debe excluir del ordenamiento jurídico la interpretación 

contraria a la Constitución y declarar la constitucionalidad condicionada de la norma en los 

términos anteriormente señalados. 

 

7.5.- De otra parte, considera la Corte que no tiene cabida el cargo por violación del derecho a 

la igualdad (art.13 CP). En efecto, además de los fundamentos expuestos, la jurisprudencia ya se 

ha pronunciado en varias oportunidades para advertir que la situación del Estado y de los 

particulares no puede asimilarse en lo relativo a la garantía de obligaciones y la posibilidad de 

decretar el embargo de bienes y recursos. Por ejemplo, al analizar una acusación similar en la 

Sentencia C-566 de 2003, la Corte sostuvo que “desde esta perspectiva es claro que en lo que 

se refiere a la aplicación de medidas cautelares no resulta comparable el caso del Estado con el 

de un particular y que por lo tanto al no encontrarse en la misma situación de hecho no cabe 

en principio considerar vulnerado el derecho a la igualdad”. 
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7.6.- Por último, la Corte considera que tampoco tiene vocación de éxito el cargo por 

violación del principio de reserva de ley (artículos 6, 63 y 121 CP), por cuanto, como fue 

explicado en la primera parte de esta sentencia, el Decreto 28 de 2008 corresponde a una 

norma con fuerza material de ley. Además, la regulación de esta materia no está reservada en 

exclusiva al Congreso (reserva formal de ley), más aún cuando la norma fue dictada con 

fundamento en la autorización que para tal efecto otorgó el Constituyente al Gobierno 

Nacional, en el Acto Legislativo No. 4 de 2007”
20

 (Negrillas propias) 

 

Por lo cual, si bien la H. Corte Constitucional ha establecido los casos en los cuales procede 

las medida cautelares sobre asignaciones del Sistema General de Participación, esta fue 

condicionada en el entendido que se podrá embargar dichos rubros solamente cuando los 

ingresos corrientes de libre destinación de la entidad no sean suficientes para asegurar el 

pago de la obligación. Debido a esto, no se accederá a la solicitud de insistirle al gerente de 

la ARS MUTUAL SER, de que los recursos del SGP sí son embargables, y que no  importa 

que  gocen del principio de la inembargabilidad; toda vez que no hay prueba en el 

expediente que acredite con los recursos de libre destinación del HOSPITAL 

UNIVERSITARIO DE SINCELEJO no sean suficientes para cubrir el monto total de la 

obligación, y por lo anterior no cumple con los parámetros establecidos y planteados 

previamente en la jurisprudencia de la H. Corte Constitucional.  

 

En consideración, a las otras peticiones planteadas por la parte, se indicara lo siguiente:  a la 

petición de oficiar al BANCO AGRARIO, BANCOLOMBIA, BANCO POPULAR indicándoles 

que el NIT del HOSPITAL UNIVERSITARIO DE SINCELEJO es 089228000331, y que el 

embargo se limita hasta la suma de $231.750.000, se accederá; por lo cual se ordenará 

oficiar por secretaria.  

 

De igual forma, se accederá a la solicitud de Requerir al Tesorero o Pagador del Hospital 

Universitario de Sincelejo con el fin de que dé cumplimiento a lo planteado en el numeral 

primero del auto del 29 de noviembre de 2013 que libro mandamiento de pago. 

 

Así mismo, se ordenará requerir al  Banco de Bogotá, AV Villas, EPS Humana Vivir. ARS 

Comparta Salud, Mutual Quibdó, Salud Vida,  Saludcoop EPS, La Nueva EPS, Banco BBVA, 

Davivienda, y el Gerente de DASSALUD; con el fin de que den cumplimiento en lo 

establecido en los numerales TERCERO Y CUARTO del auto del 29 de noviembre de 2013 

que libro mandamiento de pago. 

 

En consecuencia SE DECIDE:    

 

 

 

                                                           
20 Sentencia Sala Plena- Corte Constitucional del 26 de noviembre de 2008 -C-1554/2008- Expediente 7297- Demanda de 
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PRIMERO: DENIEGUESE la solicitud de requerir a la ARS MUTUAL SER, indicándole que 

los montos del Sistema General de Participación si son embargables, por lo puesto en la 

parte motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO: Por secretaría ofíciese al BANCO AGRARIO, BANCOLOMBIA, BANCO 

POPULAR indicándoles que el NIT del HOSPITAL UNIVERSITARIO DE SINCELEJO es 

089228000331, y que el monto total del dinero retenido no podrá exceder de 

$231.750.000 (art. 681-11 del C.P.C.). Con la advertencia que la medida solo procederá 

hasta en una tercera parte si se tratare de rentas destinadas al servicio público. 

 

TERCERO: Por secretaría ofíciese al Tesorero o Pagador del Hospital Universitario de 

Sincelejo con el fin de que dé cumplimiento a lo planteado en el numeral primero del auto 

del 29 de noviembre de 2013 que libro mandamiento de pago. 

 

CUARTO: Por secretaría ofíciese al  Banco de Bogotá, AV Villas, EPS Humana Vivir. ARS 

Comparta Salud, Mutual Quibdó, Salud Vida,  Saludcoop EPS, La Nueva EPS, Banco BBVA, 

Davivienda, y el Gerente de DASSALUD; con el fin de que den cumplimiento en lo 

establecido en los numerales TERCERO Y CUARTO del auto del 29 de noviembre de 2013 

que libro mandamiento de pago. 

 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

MARIA B. SANCHEZ DE PATERNINA.  

JUEZ

                                                                                                                                                                                 
Inconstitucionalidad contra el artículo 21 (parcial) del decreto 28 de 2008- Actor: Silvio Elías Murillo- MP: Clara Inés Vargas H 



  

 


